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1. 
Norma acusada

LEY 1448 DE 2011

(Junio 10)

Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones

ARTÍCULO 99. CONTRATOS PARA EL USO DEL PREDIO RESTITUIDO. Cuando existan proyectos agroindustriales productivos en el predio objeto de restitución y con el propósito de desarrollar en forma completa el proyecto, el Magistrado que conozca del proceso podrá autorizar, mediante el trámite incidental, la celebración de contratos entre los beneficiarios de la restitución, y el opositor que estuviera desarrollando el proyecto productivo, sobre la base del reconocimiento del derecho de dominio del restituido o restituidos, y que el opositor haya probado su buena fe exenta de culpa en el proceso. 

Cuando no se pruebe la buena fe exenta de culpa, el Magistrado entregará el proyecto productivo a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas para que lo explote a través de terceros y se destine el producido del proyecto a programas de reparación colectiva para víctimas en las vecindades del predio, incluyendo al beneficiario de la restitución. 

El Magistrado velará por la protección de los derechos de las partes y que estos obtengan una retribución económica adecuada. 
2.
Decisión
Primero.- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia T-715 de 2012, respecto de los incisos primero y tercero del artículo 99 de la Ley 1448 de 2011.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados en esta sentencia,  el inciso segundo del artículo 99 de la Ley 1448 de 2011, bajo el entendido de que la entrega del proyecto productivo y las condiciones de explotación del mismo, procederán con el consentimiento de la víctima restituida y los recursos destinados a la reparación colectiva serán los que provinieren del producido del proyecto, descontada la participación de la víctima.

3.
Síntesis de los fundamentos

Establecida la existencia de cosa juzgada en relación con los incisos primero y segundo del artículo 99 de la Ley 1448 de 2011, los cuales fueron declarados exequibles, por el cargo analizado, en la sentencia C-715/12, le correspondió a la Corte definir, si la entrega por el Magistrado del proyecto productivo a cargo del opositor de mala fe a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras, para su explotación por terceros y con destino a fines de reparación colectiva, sin consentimiento de la víctima beneficiaria de la restitución, viola el derecho constitucional a la reparación integral, el principio de igualdad y no discriminación por las autoridades frente a los predios con proyecto productivo a cargo de un opositor de buena fe y el derecho de autodeterminación de la víctima del despojo o de abandono forzado de su predio. 

La Corte determinó que la buena o mala fe del tercero opositor se torna en irrelevante frente a la posición en que se encuentran las víctimas cuya propiedad les debe ser restituida. Si bien es cierto que en principio, en ejercicio de la potestad de configuración, el legislador puede establecer un trato diferenciado entre el opositor que desarrolle un proyecto productivo que haya probado en el proceso su buena fe exenta de culpa  y el opositor que no demuestre dicha buena fe, también lo es que la buena o mala fe del tercero vencido en estos casos se torna en irrelevante de cara a la posición en que se encuentran las víctimas. Sin duda, los objetivos perseguidos por el inciso segundo del artículo 99 tienen un fundamento constitucional, en tanto pretende asegurar una destinación social y económicamente útil a la propiedad, esto es, una función social de la propiedad (art. 58 C.Po), y a partir de ello, financiar programas de reparación colectiva, que incluyen por supuesto a la víctima beneficiaria de la restitución y que tiene claro sustento en los deberes de los ciudadanos (art. 95 C.Po) y la empresa como base de desarrollo (art. 333 C.Po). 

A la vez, la medida prevista en el inciso segundo del artículo 99 de la Ley 1448 de 2011 para alcanzar los propósitos señalados resulta idónea para su efectiva consecución con un alto grado de certidumbre respecto de su capacidad para lograr su realización. Para la Corte, encargar la explotación de un proyecto agroindustrial a una entidad estatal con el fin de que por intermedio de un tercero con capacidad suficiente pueda explotarlo, destinando los recursos que se produzcan a programas de reparación colectiva, no solo promueve la utilización de la tierra compatible con la función social de la propiedad y con la consideración de la empresa como base de desarrollo, sino que también instrumenta una forma real y efectiva para obtener recursos destinados a resarcir a las comunidades o grupos de víctimas afectadas por las infracciones a los derechos humanos en el marco del conflicto armado al que alude el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011.

Sin embargo, la Corporación consideró que la consecución de tales objetivos podría realizarse mediante el empleo de diversas medidas que no impongan una restricción tan severa a los derechos a las víctimas, que no eliminen la posibilidad de valoración y decisión de la víctima respecto de la continuidad del proyecto, no comporten una limitación indefinida y absoluta del derecho de la víctima restituida para beneficiarse de los rendimientos o resultados de la explotación de un proyecto agroindustrial, que atendiendo al supuesto de mala fe, accede al propietario y que no desconozcan el derecho definitivo de las víctimas a obtener la restitución equivalente o la compensación económica. 

En consecuencia, la Corte encontró que el inciso segundo del artículo 99 de la Ley 1448 de 2011 es constitucional, pero para garantizar el derecho constitucional de las víctimas a una reparación integral, al mismo trato y su derecho de autodeterminación, era indispensable expulsar del ordenamiento una interpretación que atente contra estos derechos. Por tal motivo, procedió a declarar exequible el citado inciso, por lo cargos analizados, siempre y cuando se entienda que la entrega del proyecto productivo y las condiciones  de explotación del mismo, procederán con el consentimiento de la víctima restituida, y que los recursos destinados a la reparación colectiva serán los que provinieren del producido del proyecto, descontada la participación de la víctima.

4.
Salvamento de voto y aclaraciones de voto

El magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub manifestó su salvamento voto respecto de esta decisión, toda vez que reiteró lo expresado frente a la sentencia C-715/12, en cuanto considera que el artículo 99 de la Ley 1448 de 2011 es inconstitucional por desconocer los derechos a la restitución y al retorno de las víctimas, pues obliga a quienes han sido despojados de su tierras, a ceder su explotación económica a favor de grandes proyectos agroindustriales, limitando de esta forma su derecho de uso y goce e imposibilitando que la población en situación de desplazamiento forzado pueda retornar a sus hogares y reconstruir su proyecto de vida.  En este sentido, consideró que la norma vulnera claramente el artículo 64 de la Constitución que consagra no solo el derecho fundamental a la tierra de la población campesina sino también la obligación del Estado de realizar acciones para elevar la calidad de vida de esta población. 
Por su parte, los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez, Jorge Iván Palacio Palacio y Alexei Julio Estrada, si bien comparten la decisión de exequibilidad condicionada, presentarán aclaraciones de voto sobre algunos de los fundamentos de esta sentencia. 

